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Señores
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Concejos Distritales


SU    OFICINA








Estimados señores:








A continuación, el Órgano de Normalización Técnica , procede a aclarar dudas en relación a varios aspectos en los que ha habido interés manifiesto en las diferentes municipalidades y resulta necesario dictarles disposiciones generales al respecto, con el fin de optimizar la recaudación, tal y como lo señala el art. 12)  inciso a) de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles:





1.- Modificación automática de la base imponible.





La inquietud de los organismos municipales, se dirige, básicamente, hacia la obligatoriedad o no de notificar los cambios en la base imponible, por concepto de :


traslado de dominio, actos de compra y venta de inmuebles.


constitución de hipoteca o cédulas hipotecarias


declaración de bienes inmuebles


permisos de construcción que incrementen el valor en más de un  20%


fraccionamiento del inmueble, rectificación de cabida, reunión de fincas





Al respecto de esta modificación del valor, contemplada en la Ley Nº 7509 y sus reformas, Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, en su artículo 14, el Órgano de Normalización Técnica, luego del análisis respectivo ha considerado las actuaciones que se hayan realizado, con ocasión de la aplicación de este artículo, no deben sufrir el proceso de notificación.  Por cuanto se trata de hechos originados mediante un acto voluntario del contribuyente y con su pleno conocimiento, y que la administración tributaria, debe realizar sin más trámite,  su registro en sus bases de datos.  Dicha modificación regirá  para efectos del cobro respectivo, a partir del uno de enero del año siguiente a su registro.


Por tanto, no procede efectuar cobros retroactivos, sobre documentos que  no se encuentren registrados a esa fecha. 


Para las modificaciones automáticas de valor, no aplica lo indicado en  el artículo 21 de la Ley en mención, que establece la obligatoriedad de notificar los cambios de valor de los bienes inmuebles, "Una vez firme en vía administrativa...", lo cual implica que hubo acción de determinación de  la municipalidad en ese cambio de valor.  En estos casos, el cambio en la base imponible, procede su registro superados los procesos de  reclamación, invocados por el contribuyente, o ante una actuación de determinación de la administración.





2.- Sobre el periodo de prescripción





El artículo 8 de la ley de mérito, establece en su párrafo primero, que el término de prescripción para cobrar las sumas por concepto de impuesto sobre bienes inmuebles, es de tres años.  No debe considerarse lo que el Código Municipal establece en su artículo 73, que el cobro de los tributos prescribe a los cinco años; ya que prevale el término contemplado en la ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, pues  el citado código es una ley general, que comprende por igual a todos los habitantes o ciudadanos y regula varios aspectos de la actividad municipal, mientras que, de acuerdo a la jerarquía de las normas, y los principios generales del derecho, un código como tal, es inferior a la ley especial que rige la materia, como lo es la Nº 7509 y sus reformas, pues ésta se dirige a un grupo especial de ciudadanos. 


 Por tanto, para los efectos de prescripción, debe tomarse el término de tres años, contados a partir del primero de enero del año calendario siguiente a aquél en que el tributo debe pagarse. 


Pero si debe tomarse en cuenta lo establecido en el citado artículo 73, referido a la sanción,  para los funcionarios que dejen prescribir los tributos,  que indica que 


" ...responderán  por su pago personalmente "


A continuación se detallan las causales de interrupción de la prescripción, para su mejor información:  (Art. 53 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios)





Determinaciones de la Administración arts. Tributaria, - Arts. 14 y 17 Ley de Impuesto Sobre Bienes Inmuebles -  ó del contribuyente , art. 16 de la ley citada.


Solicitudes de rectificación - Art. 16, párrafo tercero Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles y art. 130 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, aplicado supletoriamente.


Reconocimiento  expreso de la obligación por parte del deudor.  At. 22 Ley de Bienes Inmuebles, párrafo tercero


Pedido de prórrogas o facilidades de pago - Art. 22, párrafo tercero, Ley sobre Bienes Inmuebles y Art. 38 Código de Normas y Procedimientos Tributarios.


Notificaciones de cobro - Art. 3 Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles y Art. 169 y 171 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios


Toda petición o reclamo - Art. 19, Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, arts. 38, 45, 48, 102, 119 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.


Recursos contra resoluciones de la Administración Tributaria - Art. 19 Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles y el 54 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios


3.- Obligatoriedad de establecer plazos para el pago y para la recepción de declaraciones: por resolución





La administración tributaria, debe establecer un término para el recibo de las declaraciones de bienes inmuebles, pues esto es imperativo por razones de orden administrativo y para efectos de la aplicación del artículo 17 de la ley que rige la materia, pues la Municipalidad podrá efectuar de oficio la valoración de los inmuebles sin declarar, una vez se haya superado el periodo de recepción de declaraciones, previamente establecido.  Pero resulta también claro, que  no puede limitarse el derecho del sujeto pasivo, de presentar fuera del término establecido, su declaración, pues es un acto voluntario que da la posibilidad al ente receptor de variar automáticamente la base imponible.


Asímismo, deberá establecer un periodo de pago, tal y como lo establece el artículo 22) párrafo segundo de la Ley 7509 y sus reformas, para así determinar el monto generado por  concepto de intereses  a que se hizo acreedor el sujeto pasivo, por la falta de cancelación oportuna del impuesto.





Además, es criterio de este Organo, que la municipalidades pueden establecer un nuevo periodo de recepción de declaraciones para quienes declararon con la Ley 7509, anterior a la reforma del uno de enero de 1998, pues luego de estudiado y discutido el punto, se establece como correcta la posibilidad de iniciar al año 1999, un nuevo periodo de declaración,  para aquellos contribuyentes que lo efectuaron en 1995, momento de entrada en vigencia la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, que le establecía la obligatoriedad de efectuarla cada dos años;  pues dicho término se le respetó para efectos de registro de la base imponible, tal y como lo expresaba la normativa vigente. 





Al establecerse la reforma  a la citada normativa, mediante la Ley Nº 7729 del uno de enero de 1998, variando el término para efectos de presentación de la declaración, a cinco años, es criterio de este Órgano,  que aquellas administraciones tributarias municipales, que hayan efectuado procesos de recepción de declaraciones, cuando  entró en vigencia la Ley 7509 del once de diciembre de 1997, con anterioridad a la citada reforma, no deberán exigirles a esos declarantes, la presentación nuevamente de la declaración, sino hasta que superen los cinco años, o sea, deberán complementarles el periodo de los citados cinco años.   Por ejemplo, los declarantes de 1997, lo harían en el 2002; los de 1996, les corrrespondería hasta el 2001.   





Lo anterior,  se basa en los principios de discrecionalidad, proporcionalidad y justicia, imperantes en una sociedad de derecho como la nuestra, donde prevalece el respeto al ordenamiento jurídico, pues si dichos declarantes, actuaron basándose en la legislación vigente, pero sin haber concluído su periodo de vigencia, dicho ordenamiento sufre modificaciones que no lo benefician, se le otorga el beneficio "indubio pro administrado", deberá ser entonces la conducta del ente recaudador quien se ajuste al cambio, pues fue su iniciativa efectuar tal modificación.





Ahora bien, en un nuevo  proceso voluntario de declaración, podrá la Municipalidad invitar a todos los contribuyentes de su cantón a declarar y si no se acercan, podrá calificarles de "omisos" y aplicarles el avalúo de oficio.  Pero no podrá aplicarles el avalúo de oficio, a los contribuyentes que durante el periodo 96 y 97, se presentaron a declarar, y deberá comunicarlo así la municipalidad en la resolución de aviso de apertura del proceso. 





4.- Profesional  a cargo de la Oficina de Valoraciones





De acuerdo al artículo 19 de la Ley de cita, se establece como obligatorio para todas las municipalidades, el establecer dentro de su Organización, una Oficina de Valoraciones, la cual deberá estar a cargo de un profesional capacitado en la materia.  Lo anterior, debe ir en concordancia con el artículo 10 bis, que establece la obligación de que el mismo pertenezca al Colegio de Ingenieros Agrónomos o al Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos.  Pero, lo anterior no implica que forzosamente  deba una municipalidad, crear una nueva oficina burocràtica, sino más bien, que la Administración tributaria, organice sus recursos, de tal manera que defina dentro de su organización que cuente con una "Odicina de Valoraciones", con competencia y capacidad suficiente, para realizar valoraciones, fiscalizar las declaraciones, atender reclamos y efectuar notificaciones, unidad que debe ser responsable legalmente ante la propia administración como ante los contribuyentes.








5.- Valoración de terreno y construcción en años consecutivos diferentes





Algunas municipalidades, desean solamente efectuar valoración, exclusivamente, del terreno, no así de la construcción , para evitar ir a visitar las instalaciones y construcciones, y ahorrar costos.  Al respecto, le informamos lo siguiente:





Este tipo de valoración, resulta contraria a la ley que rige  la materia, pues si analizamos el artículo 2 ibidem, notamos claramente que el objeto del impuesto son los terrenos, las instalaciones o las construcciones fijas y permanentes cuando existan en el inmueble , con el  artículo 17 segundo párrafo que establece que la valoración general debe hacerse  "...considerando los componentes terreno y construcción, si ambos estuvieren presentes en la propiedad..." y continúa diciendo el mismo artículo "...ó únicamente el terreno ...", pero de acuerdo y en el entendido de que no hay construcción presentes.  Por tanto, si se valora únicamente el terreno para un determinado periodo, en un inmueble con construcción, la municipalidad puede efectuar una nueva valoración , hasta pasados  cinco años de haber efectuado la misma.  No es posible, desde un punto de vista jurídico,  valorar para un periodo el terreno, y el siguiente año la construcción, pues la ley no lo permite.  Además, recuérdese que la base imponible  para el cálculo del impuesto, se determina por el valor del inmueble registrado en la administración tributaria, uno de enero del año que corresponda y si ésta se estableció por valoración, podrá variarse, hasta dentro de  cinco años, tal y como lo establece el último párrafo del artículo 10 del cuerpo legal citado.





6.- Saldos a favor de los administrados





Se producen saldos en favor de los administrados, cuando un contribuyente ha cancelado sumas de más en el pago del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, por ejemplo, al encontrarse  no afecto al pago del impuesto, según se enmarque dentro de lo establecido por el artículo cuatro de la ley; inciso e).  Por tanto, para efectos de devolución de esas sumas, deberán las municipalidades atenerse a lo establecido en el artículo 43, del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, que se aplica supletoriamente según lo indicado en el  el artículo 36 de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles,  pues los sujetos pasivos pueden solicitar la restitución de lo pagado en exceso, tanto por concepto de impuesto, intereses y multa, ó en su defecto solicitar el crédito respectivo, para futuros periodos.  Lo anterior, deberá hacerlo dentro del plazo de prescripción, - tres años -, pues superado ese término no procede la devolución ni el crédito.  Asímismo, deben tomarse en cuenta los artículos 45, 46, 47  y 48 del Código Tributario, en relación a los casos en que procede la compensación, el procedimiento de la misma, la devolución y la cesión de los créditos.


Procedimientos que se le estarán suministrando por intermedio del Organo de Nomalización Técnica, próximamente.





7.- UTILIZACION DEL TERMINO EXENCION





Otro  aspecto, importante a destacar es que resulta incorrecto al hacer referencia a los inmuebles de los incisos del artículo cuatro de la ley, utilizar las palabras "exención" ó  "exoneración", pues estos son conceptos de significado diferente a lo que el espíritu de la ley desea establecer, pues nótese que lo correcto es "la no afectación", pues utilizando "exención", quiere decir que de previo, se gravó, y que deberá ejercerse determinado procedimiento, para eliminar esa gravación.  Pero en el caso del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, no se da el sentido de la normativa citada, ya que el artículo cuatro de la ley de Bienes Inmuebles,  la gravación no  debe producirse.





Si se ha producido, en el momento que el contribuyente demuestre que su bien por ser único, no debe estar afecto, el "débito" debe eliminarse, y si ha existido un pago, este es un pago en exceso, por lo tanto, debe tratarse como un saldo a favor y disponersele al contribuyente, para su utilización posterior, tal y como se indica en punto anterior.  





Por tanto, deberá indicarse, al referirse a ellos, como bienes no afectos al impuesto y no como "exentos".





8.- Registro del usufructo en la base de datos de la municipalidad





De acuerdo a lo establecido en el artículo 6) inciso d) de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, el sujeto pasivo del impuesto de referencia, es el usufructuario, y por ende será a él a quien se le debe registrar el inmueble en la base de datos de la municipalidad, pues recordemos que esta figura, se define con la persona que tiene el uso y disfrute del inmueble, o sea, obtiene los beneficios, provechos y ventajas que del bien pueda obtener, durante su vida.  En cambio el nudatario, no goza del bien, tan solo tiene una expectativa de dominio, y podrá atraerlo a su propiedad siempre que sobreviva al usufructuario.





Ahora bien, cuando los nudatarios soliciten pagar sobre ese bien, es necesario aclarar que el pago lo puede hacer cualquiera, pero no puede registrarse en la base imponible, a nombre de varias personas, un mismo bien sin ser derechos, pues el propietario es solo uno, en este caso el usufructuario.  Por tanto, cualquier anotación en contrario, sería incorrecto.


Ahora bien, recuérdese que el bien es solo uno y será solo uno el pago; y si sobre un mismo inmueble se le cobra a varias personas - nudatarios - y éstos no reclaman, no quiere decir que el procedimiento está correcto según la ley.  Por tanto, deberán las administraciones tributarias municipales, atenerse a lo expuesto, y ajustar sus registros en el sentido de anotar como sujeto pasivo del impuesto sobre bienes inmuebles, únicamente al usufructuario, y proceder a eliminar de la base de datos, los registros efectuados en relación al nudatario, por resultar improcedentes y fuera de la normativa que rige la materia 





9.-  Cobro de multas según el art. 76 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios





Las municipalidades como administraciones tributarias, no tienen facultad legal para cobrar multas  por morosidad, según  el artículo 76 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, referido en forma supletoria en el art. 36 de la Ley de Bienes Inmuebles,  tal y como se encuentran establecidas en el artículo 8  y en el 69 del Código Municipal, debido a que éstas se encuentran  clasificadas como infracciones administrativas, en el Título III del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, de aplicación exclusiva de la Dirección General de Tributación.  


El recargo por morosidad, no aparece contemplado en el artículo 22 de la Ley 7509 y sus reformas, pues tan solo aparece establece  en su último párrafo, que “ La falta de cancelación oportuna generará el pago de intereses, ...” y no menciona la mora.  





10.- Situacion de los conduenos en relación a la exoneración del bien único





Al respecto, le manifestamos que  analizando la Ley 7509 de 9 de mayo de 1995, y sus reformas, concluímos que de acuerdo con el artículo 4 inciso e) en concordancia con el artículo 7, dle cuerpo legal citado, la correcta aplicación de la no afectación al impuesto de bienes inmuebles en el bien único, se refiere a la parte proporcional a su derecho, de la totalidad de la finca, por separado no en conjunto, siempre que cumpla con los requisitos de ley, pues nótese que la no afectación va dirigida a la persona física y si un bien inmueble es propiedad de siete condueños, pero de esos únicamente cuatro cumplen con los requisitos, serán los únicos a los que deberá aplicársele la no afectación.  Los otros tres derechos deberán cancelar el impuesto de rigor.   Nótese que igual tratamiento reciben los condueños, para efectos de pago del impuesto, cuando corresponda.





No omito manifestarles, que según el art. 12) párrafo final, las municipalidades, tienen la obligación de publicar en La Gaceta y en un diario de circulación nacional, todas las disposiciones generales y criterios emanados de este Órgano.





Atentamente,











M.B.A. MARIETTA MONTERO ZUÑIGA
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